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Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, junio diecisiete (17) dos mil dieciséis (2016) 


Acta No. 282 del 17 de junio de 2016

Expediente No. 66001-31-10-003-2016-00258-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló la señora Myriam Correa Neira, quien actúa en su propio nombre y como representante de su hijo declarado en interdicción, Carlos Alejandro Sánchez Correa, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 27 de abril último, en la acción de tutela que promovió contra la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-.
ANTECEDENTES

1.- Relató el apoderado de los demandantes los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Los señores Gabriel Antonio Sánchez Cardona y Myriam Correa Neira contrajeron matrimonio el día 17 de abril de 1971. El primero falleció el 29 de diciembre de 2010.

1.2 Fruto de esa unión nació Carlos Alejandro Sánchez Correa, de 38 años de edad, quien fue declarado interdicto por discapacidad mental absoluta el 26 de julio de 2011 y se nombró a la señora Myriam Correa Neira como su curadora.  Ambos dependían económicamente del señor Gabriel Antonio Sánchez Cardona. 
1.3 Actualmente la señora Myriam Correa Neira carece de recursos económicos, esporádicamente se dedica a la venta callejera de galguerías, “donde el pago es muy desfavorable para el sostenimiento personal”; además tiene a cargo su hijo Carlos Alejandro Sánchez Correa, persona discapacitada e interdicto, no puede laborar y requiere de un cuidado especial, toda vez que padece Síndrome de Down con retardo mental de grado clínicamente severo.
1.4 La señora Myriam Correa Neira solicitó la pensión de sobrevivientes y mediante resolución GNR 113545 de 2013 se le negó bajo el argumento que el señor Gabriel Antonio Sánchez Cardona no dejó acreditados los requisitos consagrados en la ley 100 de 1993. En esa misma resolución GNR 113545 de 2013, Colpensiones reconoció que el causante acreditó en toda su vida laboral un total de 578 semanas cotizadas entre el 1º de julio de 1972 y el 5 de noviembre de 1992.
1.5 En lo correspondiente a la norma aplicable para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, es necesario establecer que el señor Gabriel Antonio Sánchez Cardona, al 1º de Abril de 1994, contaba con más de 40 años de edad, lo que lo hacía beneficiario del régimen de transición contemplado en el artículo 36 de la ley 100 de 1993 y por ende, le podía ser aplicado el acuerdo 049 de 1990, pues reúne más de 300 semanas a esa fecha.
2.- Considera vulnerados los derechos al mínimo vital, a la seguridad social y a la dignidad humana, y para obtener su protección solicitó ordenar a Colpensiones reconocer la pensión de sobrevivientes de forma vitalicia a la señora Myriam Correa Neira y a su hijo Carlos Alejandro Sánchez Correa, a partir del 29 de diciembre de 2010 teniendo como norma aplicable el acuerdo 049 de 1990 aprobado por el decreto 758 del mismo año.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Por auto del 13 de abril último se admitió la acción contra la Administradora Colombiana de Pensiones –Colpensiones- y se dispuso notificar personalmente al Gerente Nacional de Reconocimiento de dicha entidad.
2.- El Vicepresidente de Financiamiento e Inversiones, asignado temporalmente al cargo de Vicepresidente Jurídico y Secretario General de Colpensiones, solicitó declarar improcedente la acción de tutela por cuanto existen otros recursos o medios de defensa judicial y resalta que mediante la resolución 113545 del 28 de mayo de 2013, la solicitud realizada por la accionante sobre el reconocimiento de pensión de sobreviviente fue resuelta por Colpensiones; por tanto, si el accionante está en desacuerdo con lo resuelto, debe agotar los procedimientos administrativos y judiciales dispuestos para tal fin y no reclamar su solicitud por vía  de tutela, dada su naturaleza excepcional y subsidiaria y que no es  competencia del juez constitucional realizar un análisis de fondo frente al reconocimiento de una pensión de vejez, sino del juez ordinario por medio de los mecanismos legales establecidos para ello.
3.- Se puso término a la instancia con sentencia de 27 de abril de este año en la que se concedió el amparo solicitado como mecanismo transitorio, y se ordenó al Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones que “mediante resolución reconozca y pague la pensión de sobreviviente” a que tienen derecho los accionantes y se advirtió a la peticionaria  que deberá acudir ante la autoridad judicial competente, en un término máximo de cuatro meses, so pena de que cesen los efectos de la sentencia. Para decidir así, el funcionario de primera instancia empezó por citar jurisprudencia sobre la pensión de sobrevivientes en el sistema de seguridad social colombiano, la procedencia excepcional de la acción de tutela para el reconocimiento de dicha pensión y la aplicación del principio de condición más beneficiosa al trabajador en materia de pensión de sobrevivientes, bajo los parámetros del acuerdo 049 de 1990. Argumentó que la tutela se torna procedente en este caso concreto, ya que la situación de los accionantes es apremiante, pues no cuentan con recursos económicos y además uno de ellos fue declarado interdicto por discapacidad mental absoluta, y concluyó que el asunto bajo estudio se ajusta a los lineamientos expuestos por la jurisprudencia constitucional para aplicar el principio de la condición más beneficiosa, es decir, que la normatividad que se debe aplicar es el acuerdo 049 de 1990 y no la ley 100 de 1994 y en esas condiciones, los postulados para acceder a la pensión de sobrevivientes se encuentran satisfechos. También, que por ser un asunto que presenta alta controversia en el ámbito de la seguridad social, es necesario que la jurisdicción competente se pronuncie y determine en forma definitiva si tienen o no derecho a la pensión de sobreviviente, por lo que concedió la tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
4.- Inconforme con la sentencia, el apoderado de los accionantes la impugnó. Considera que la decisión de conceder el amparo constitucional como mecanismo transitorio resulta desfavorable y desproporcional a los intereses de sus representados, por cuanto actualmente se encuentran en precarias condiciones económicas, además las personas en estado de discapacidad cuentan con protección especial por parte del Estado; un proceso ordinario laboral tiene un término de duración de dos años aproximadamente, razón por la cual, sus mandantes estarían protegidos solo por el término de cuatro meses y así no pueden vivir en condiciones dignas. Transcribió jurisprudencia que  considera aplicable al caso y solicitó se revoque parcialmente la sentencia recurrida; en su lugar, se conceda la pensión de sobrevivientes a los demandantes como mecanismo definitivo y de forma vitalicia, a partir del día 29 de diciembre de 2010, conforme al Acuerdo 049 de 1990.
5.- En esta instancia la Vicepresidente de Beneficios y Prestaciones, asignada temporalmente al cargo de Vicepresidenta Jurídica y Secretaria General de Colpensiones, solicitó declarar el hecho superado, ya que mediante la resolución GNR 139933 del 12 de mayo de 2016, se resolvió de fondo la petición de la accionante y se le reconoció y ordenó el pago de la pensión de sobreviviente.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.
2.- Las razones en que se fundamenta el recurso están debidamente identificadas y a ellas se ha de concretar la decisión que por medio de esta providencia se adoptará, teniendo en cuenta que las demás decisiones que contiene el fallo que se revisa no fueron objeto de reparo alguno y la Sala tampoco tiene otras observaciones qué hacer, pues las considera acertadas.

3.- Es menester entonces determinar si la sentencia impugnada debe ser modificada en cuanto concedió el amparo solicitado como mecanismo transitorio y en su lugar, concederla de manera definitiva.

4.- El artículo 8º del Decreto 2591 de 1991, prescribe:

“Aun cuando el afectado disponga de otro medio de defensa judicial, la acción de tutela procederá cuando se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

En el caso del inciso anterior, el juez señalará expresamente en la sentencia que su orden permanecerá vigente sólo durante el término que la autoridad judicial competente utilice para decidir de fondo sobre la acción instaurada por el afectado.

En todo caso el afectado deberá ejercer dicha acción en un término máximo de cuatro (4) meses a partir del fallo de tutela.

Si no se instaura, cesarán los efectos de éste…” 

De acuerdo con esa disposición, la tutela opera como mecanismo transitorio de protección, cuando a pesar de existir otro medio de defensa judicial, se está frente a un perjuicio irremediable.

Y es que por sabido se tiene que una de las características de ese especial mecanismo de protección constitucional es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que solo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa judicial, de acuerdo con el artículo 6°, numeral 1° del Decreto 2591 de 1991.
La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente esa característica, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican la verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que deberán ser resueltos por la jurisdicción laboral o contencioso administrativa, según corresponda. 

Con todo, esa misma jurisprudencia enseña que el amparo resulta procedente, de manera excepcional, para obtener el reconocimiento de prestaciones pensionales:
“Puede concluirse entonces que la acción de tutela es procedente para proteger los derechos fundamentales y, en particular, los derivados del reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, en los siguientes casos: (i) cuando no existe otro medio de defensa judicial, o cuando existiendo, el mismo no resulta idóneo para resolver el caso concreto, eventos en los que la tutela procede como mecanismo principal de defensa ante la imposibilidad material de solicitar una protección real y cierta por otra vía y, (ii) cuando ésta se promueve como mecanismo transitorio, debiendo acreditar el demandante que el amparo constitucional es necesario para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, en cuyo caso la orden de protección tendrá efectos temporales, solo hasta el momento en que la autoridad judicial competente decida en forma definitiva el conflicto planteado…”

La Corte Constitucional analizó recientemente la procedencia excepcional de la acción de tutela para obtener el reconocimiento de prestaciones pensionales por afectación al mínimo vital y la vida digna de sujetos de especial protección e hizo referencia al amparo como mecanismo transitorio o definitivo de protección. Así dijo:
“23. Como regla general, las controversias pensionales tienen como vía principal e idónea la jurisdicción laboral, por lo cual, en principio, no deben ser debatidas ante la jurisdicción constitucional. Por consiguiente, en primer lugar, los ciudadanos deben acudir a las instancias judiciales ordinarias, antes de pretender la defensa de sus derechos por vía de tutela.
 
24. En virtud de lo anterior, en principio, el amparo constitucional resulta improcedente para reclamar el reconocimiento de derechos de naturaleza pensional, pues el debate sobre estos asuntos corresponde a la jurisdicción laboral. Sin embargo, en determinados casos, la tutela procede con el fin de salvaguardar derechos fundamentales, cuya protección resulta impostergable, cuando los medios ordinarios de defensa judicial existentes carecen de idoneidad o eficacia, o porque se busca evitar la inminente consumación de un perjuicio irremediable.
 
25. Para determinar la idoneidad de los medios de defensa judicial es necesario revisar que los mecanismos tengan la capacidad para proteger de forma efectiva e integral los derechos de la persona. En especial, resulta imperativo verificar si el reclamo de quien merece especial protección constitucional puede ser tramitado y decidido de forma adecuada por vía ordinaria, o si, por su situación particular, no puede acudir a dicha instancia. 

26. En caso de encontrar que la tutela es procedente, la medida de amparo será definitiva cuando el mecanismo judicial no resulte eficaz e idóneo para la protección de los derechos que se pretenden garantizar. Por ejemplo, cuando la persona que intenta la acción de tutela se enfrenta a un estado de indefensión o a circunstancias de debilidad manifiesta. O la medida será transitoria cuando, a pesar de la idoneidad de los medios de defensa judicial, la amenaza o violación de los derechos requiere una decisión urgente, mientras la justicia laboral decide el conflicto.”
 

5.- Trasladando los anteriores conceptos al caso concreto, se concluye que el amparo constitucional otorgado efectivamente resulta procedente como mecanismo transitorio, en razón a que aunque cuentan los actores con otro medio eficaz de protección, la jurisdicción laboral o contencioso administrativa, según el caso, competente para definir la cuestión, su situación es apremiante, pues se trata de una mujer sola, sin recursos suficientes para atender su sostenimiento y el de su hijo mayor declarado en interdicción judicial por discapacidad mental absoluta, todo lo cual justifica conceder así la protección reclamada como forma de evitar un perjuicio irremediable, pues mientras la justicia ordinaria decide el asunto, no contarán con medios económicos suficientes para satisfacer sus necesidades mínimas, lo que puede afectar su mínimo vital y la vida en condiciones dignas.

Y no procede como mecanismo definitivo, pues no se aprecia la imposibilidad de la parte accionante para presentar la demanda correspondiente ante la jurisdicción ordinaria; tampoco que ese medio de defensa no resulte idóneo para obtener lo que se pretende sea decidido como lo propone el apoderado de los accionantes en el escrito por medio del cual impugnó el fallo.

6.- Para la Sala no tienen acogida todos los argumentos del citado profesional, quien considera que de no modificarse la sentencia, sus representados solo estarían protegidos durante cuatro meses porque  el trámite del proceso ordinario laboral dura aproximadamente dos años, pues eso puede suceder solo si en aquel término no se instaura la respectiva acción; de hacerlo, los efectos del fallo permanecerán vigentes mientras la autoridad judicial decida de fondo la cuestión, tal como lo enseña el artículo 8º del Decreto 2591 de 1991 que en otro aparte se transcribió

7.- En esta instancia acreditó la entidad accionada que por  Resolución GNR 139933 del 12 de mayo de 2016, la Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones, en cumplimiento del fallo de primera instancia,  reconoció y ordenó el pago de la pensión de sobrevivientes a los actores y se la notificó a la señora Myriam Correa Neira
.

Se configuró entonces un hecho superado respecto de la orden que se impuso a la entidad demandada, toda vez que profirió resolución respecto de la solicitud elevada por la demandante y que justificó que en primera instancia, se le otorgara el amparo solicitado.

De esta manera las cosas, se justifica dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: "Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".
Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  


“2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.


2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.


2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 


2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”


2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 
6.- En resumen, se confirmará el fallo que se revisa en cuanto concedió el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pero se declarará la carencia actual de objeto por encontrarse superado el hecho que originó la lesión a los derechos que resultaron dignos de protección. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 27 de abril último, en la acción de tutela instaurada por Myriam Correa Neira en su propio nombre y en representación de su hijo declarado en interdicción, Carlos Alejandro Sánchez Correa, contra el Gerente Nacional de Reconocimiento de la Administradora Colombiana de Pensiones, Colpensiones, pero se declara la carencia actual de objeto.

SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Ausente con causa justificada)



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

 
� Sentencia T-086 de 2013. M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo


� Sentencia T-065/16 M.P. Dra. Gloria Stella Ortiz Delgado.


� Folios 3 a 18 del cuaderno de segunda instancia.


� Sentencia T-117A de 2014, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez
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